LA INTERSINDICAL VALENCIANA FRENTE A LOS PROCESOS ELECTORALES

El año 2015 será un tiempo de gran actividad electoral, en Mayo Municipales y Autonómicas, en otoño Generales. No pueden ser unas elecciones más.

Los últimos años hemos asistido a la descomposición de lo que podríamos llamar el “orden establecido”, caracterizado por un progresivo empobrecimiento de importantes capas de la sociedad que han padecido un aumento del paro sin precedentes acompañado de una drástica disminución salarial y de brutales recortes en el gasto público que han llevado al estado del bienestar al raquitismo y a las personas a la miseria. A todo ello hay que sumar el espectáculo de unas instituciones opacas e infectas por la corrupción y en proceso de desintegración.
El sistema político que ha permanecido más o menos estable durante más de tres décadas camina hacia su fin, 2015 será el año en que el régimen del ’78 cambiará. Qué este cambio sea en beneficio de la mayoría social dependerá de la capacidad para transformar lo que ha sido la lucha, la movilización y la resistencia, en un cambio que invierta las prioridades en favor de la mayoría de la población.
En los últimos años Intersindical Valenciana ha estado presente en la mayoría de las movilizaciones tanto laborales como sociales que se han desarrollado a través de todo el País Valenciano, nuestras sedes han sido espacios de confluencia de movimientos sociales y destacada ha sido nuestra participación activa en cuantas iniciativas colectivas de respuesta social se han articulado. Las Marchas por la Dignidad, las movilizaciones contra el cierre de Canal Nou, la Primavera Valenciana, el movimiento para exigir responsabilidades por las víctimas del metro, los movimientos contra la violencia machista y por el derecho al aborto, han sido entre otros, movimientos unitarios en los que Intersindical Valenciana ha participado.

Como es lógico Intersindical Valenciana ha estado comprometida con todos los movimientos en contra de los recortes en los servicios públicos y contra las privatizaciones en educación, sanidad o transporte, hemos defendido la estabilidad en los empleos, como en el caso del acuerdo de precarización del profesorado interino y nos hemos opuesto con firmeza a los recortes de plantillas.
Hemos estado en estas luchas y seguiremos estándolo con independencia de quién gestione los diferentes niveles de gobierno, pero eso no significa que seamos neutrales respecto de las elecciones, la política debe ser un instrumento de cambio de las condiciones socioeconómicas de la población y nosotros como otros colectivos tenemos el derecho y el deber de exigir un cambio político que debe contemplar como ejes básicos al menos los siguientes: 
1. Reestructuración de la deuda.- Cualquiera de los gobiernos que puedan resultar de las próximas elecciones deberían de tener en cuenta que lo prioritario para este país es terminar con la política de recortes que ha llevado a millones de ciudadanos/as a la miseria y a la exclusión social, para eso es prioritario reducir drásticamente el importe de la deuda tanto pública como privada del estado español.
Al igual que en 1953 en la Conferencia de Londres 22 países acordaron una condonación a Alemania de su deuda, entre ellos España y Grecia,  debería la UE convocar otra que exigiera de los países acreedores,  bien una condonación de parte de la deuda,  bien una mutualización u otra forma de pago que deje de estrangular las economías de los/as más desfavorecidos/as  en beneficio de la banca y el capital especulativo financiero. No puede haber recuperación económica ni planes de reindustrialización posibles sin esta condición previa. Si en la citada Conferencia de Londres se pudo condonar la deuda alemana en más de un 60%, pensamos que también es posible ahora. En ningún caso puede cargarse sobre las espaldas de las clases medias y trabajadoras el costo de una ¨crisis¨ que no han provocado.

2. Freno al empobrecimiento con garantías universales para toda la población. No es posible aceptar la exclusión por motivos económicos de una parte importante de la sociedad. El derecho a una vivienda digna debe garantizarse, los desahucios de primera vivienda deben supeditarse a la garantía de una alternativa digna. La ciudadanía deber tener garantizada una renta básica que le asegure el acceso a los bienes básicos. Debe garantizarse el acceso a la energía y al agua como bienes públicos básicos de los que no pueda excluirse a nadie por motivos económicos.
3. Fin de la corrupción y transparencia en la gestión pública. Los próximos gobiernos deberán someterse a un estricto control en sus actuaciones y legislar para crear leyes más eficaces en contra del despilfarro y la corrupción política Deben esclarecerse todos los casos de corrupción y tráfico de influencias con castigo para los culpables y restitución del dinero substraído. No es aceptable ningún tipo de tabla rasa ni indulto, debe modificarse la legislación en el sentido de perseguir los derechos económicos y agravar sus penas en el caso de connivencia entre gestores públicos e intereses privados. Se debe avanzar en un modelo de transparencia del gasto público, cualquier gasto de representación debe ser accesible a la ciudadanía. Debe acabarse con los privilegios que separan a quién se dedica a la política del resto de la ciudadanía. La política debe ser recuperada como un ejercicio de responsabilidad social y participación democrática.
4. Los bienes comunes deben ser patrimonio público. Rescate para el sector público de los bienes y servicios públicos privatizados. Deben recuperarse tanto la gestión pública de numerosos servicios externalizados especialmente en aspectos básicos como sanidad y educación, como el carácter público de empresas que gestionan otros servicios como transportes, agua o energía. El estado debe disponer de banca pública que le permita intervenir en los procesos económicos y realizar una gestión financiera sin ánimo de lucro y en beneficio de las personas y las pequeñas empresas, auténticos agentes de la economía real.
5. Recuperación  de los derechos perdidos, reversibilidad y revocación de la Reforma Laboral. Se deben recuperar los derechos salariales, laborales y sociales perdidos como consecuencia de los recortes. La reforma laboral debe ser derogada y se debe adoptar un nuevo contrato social que ponga en valor del trabajo, tanto del asalariado como del que procede de las empresas medias y pequeñas  y especialmente del sector agropecuario y palie los efectos devastadores del capital especulativo y de la ingeniería financiera que tanto han contribuido a la situación en que nos encontramos. La legislación en cuanto a pensiones y jubilaciones debe ser revisada en tanto condena a centenares de miles de personas a la dependencia ya que las condiciones impuestas en la última reforma impiden el acceso a una pensión digna, ya sea por haber estado en el desempleo en los últimos años de la vida laboral o por haber trabajado durante años en condiciones de semiesclavitud en la economía sumergida, siendo en este caso especialmente castigadas las mujeres.
6. Defensa del autogobierno, la normalización lingüística y la cultura del País Valencia. Deben cesar los intentos recentralizadores de la gestión política, no han sido las competencias autonómicas las que han creado el ambiente propicio para el estado de corrupción en que vivimos sino la retroalimentación de las élites extractivas de los distintos ámbitos territoriales que nos han tratado como súbditos y que usado nuestros territorios como fincas particulares. Más democratización y derecho a decidir sobre todas las cuestiones que nos afectan son elementos fundamentales del cambio que no será tal sino contempla la cultura y lengua propia como elementos básicos de la construcción de un futuro diferente. 

7. Políticas de Igualdad.  Se debe acabar con la discriminación de género en todos los ámbitos de la vida pública y privada, asumiendo y potenciando la igualdad real y efectiva entre mujeres y hombres con cuantas acciones y medidas transversales sean necesarias para conseguir la plena incorporación y permanencia de las mujeres en todos los espacios en igualdad de condiciones que los hombres. La coeducación debe ser implantada como modelo educativo basado en el respeto a la diversidad. Se debe acabar con la discriminación salarial horizontal y vertical y la precariedad laboral de las mujeres. Implantación de permisos por nacimiento y/o adopción iguales, intransferibles y remunerados al 100% para ambos progenitores.  Fomento de la educación en la corresponsabilidad. Creación de red pública de escuelas infantiles y centros de día. Las cuantías de las pensiones no contributivas, que reciben mayoritariamente las mujeres, al haber tenido que abandonar durante periodos de tiempo el mercado de trabajo por ser las encargadas del trabajo doméstico y de cuidados de descendientes- ascendientes deben ser aumentadas.
8. Violencia machista. Se debe erradicar la violencia contra las mujeres en todas sus formas. Se debe considerar del terrorismo machista como cuestión de Estado, revirtiendo todas las partidas presupuestarias que se han recortado y ampliando éstas. Se deben implementar medidas urgentes para prevenir, paliar, asistir, reparar. Los servicios asistenciales públicos como casas de acogida, atención médica, psicológica, legal deben ser dotados de recursos, facilitando la reinserción laboral. Se deben desarrollar planes de formación para todo el personal profesional que interviene en el proceso. Se deben hacer todos los esfuerzos para adquirir un compromiso real del gobierno y la oposición en este ámbito.
9. Explotación sexual. Se debe erradicar la explotación sexual de las niñas y mujeres, las mafias y proxenetas deben ser perseguidos. Se debe fomentar la colaboración internacional para persecución. Las diferentes administraciones públicas tienen el deber  de ofrecer protección, reparación y asistencia integral a todas las víctimas sin distinción de procedencia o situación irregular. 
10. Derecho a decidir de las mujeres sobre sus cuerpos. Aborto libre, gratuito, seguro y dentro del sistema de la sanidad pública. Sin restricciones de edad ni consentimiento. Educación afectivo-sexual basada en el respeto a la diversidad. 
